
Rionegro, 23 de abril de 2026

Señor
JUEZ DE CIRCUITO DE RIONEGRO (REPARTO)
E. S. D.

Radicado de tutela: 05-615-40-03-003-2026-00366-00
Accionante: TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO
Accionado: SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE RIONEGRO
Asunto: Aportación de pruebas sobrevinientes en el recurso de apelación.

TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO, identificada con cédula 43.903.488, actuando en 
nombre propio, dentro del recurso de apelación que interpuse contra la sentencia No. 0165 del 16 de 
abril de 2026 (radicado de tutela 2026-00366), respetuosamente me permito aportar las siguientes 
pruebas sobrevinientes y solicito sean tenidas en cuenta al momento de decidir la segunda 
instancia:

PRUEBAS SOBREVINIENTES:

1. Oficio de la Unidad Nacional de Protección No. OFI-2026-00035340 del 23 de abril de 2026, 
mediante el cual la UNP se declara incompetente para asumir mi protección por falta de nexo causal 
entre el riesgo y mi función docente, y remite mi caso a la Policía Nacional.

2. Anexos a dicho oficio, que contienen la solicitud de protección elevada por la Secretaría de 
Educación de Rionegro y la documentación de respaldo (solicitud de inscripción al programa de 
protección, constancia de adscripción, entre otros).

FUNDAMENTO:

Estas pruebas demuestran:

 Que pese a mi declaración de riesgo extraordinario (Resolución UNP 00006646 de 2019) y a 
la persistencia de amenazas y hostigamiento laboral, la UNP se declara incompetente, 
dejando en evidencia la desprotección estatal.

 Que la Secretaría de Educación remitió mi caso, pero la protección efectiva no se concreta, 
lo que agrava mi vulnerabilidad y afecta mis derechos fundamentales a la vida, integridad 
personal, trabajo y debido proceso.

 Que la situación de riesgo es real y actual, como lo reconoce la propia UNP al remitir mi 
caso a la Policía Nacional.

SOLICITUD:



Que el despacho tenga en cuenta estas pruebas sobrevinientes al resolver el recurso de apelación, y 
en consecuencia, revoque la sentencia de primera instancia y tutele mis derechos fundamentales.

Notificaciones: lacuerpa@riseup.net

Atentamente,

Docente de carrera en propiedad
Correo: lacuerpa@riseup.net



La Unidad Nacional de Protección (UNP), pone a disposición de la ciudadanía los Programas de Prevención y Protección
que lidera. Para conocer más información, puede ingresar al sitio web oficial: www.unp.gov.co
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Bogotá D.C, 23 de abril de 2026

Señores
SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE RIONEGRO ANTIOQUIA
educacion@rionegro.gov.co

Copia:

Señora
TATIANA PAOLA HERNANDEZ NIETO
lacuerpa@riseup.ne

Asunto: PR- Información Tramite Unidad Nacional de Protección - Radicado UNP: EXT-2026-
00061353

Reciba un cordial saludo.

En atención al oficio del asunto, procedente de su despacho, mediante el cual pone en
conocimiento la denuncia por amenaza del docente relacionado a continuación, me permito
informar lo siguiente:

 TATIANA PAOLA HERNANDEZ NIETO identificada con C.C. 43903488

Efectuadas las respectivas verificaciones documentales, se evidenció que la situación
presentada obedece a “(Presuntos actos de hostigamiento laboral, así como la realización de
traslados que la solicitante considera arbitrarios)

http://www.unp.gov.co/
mailto:correspondenicia@unp.gov.co
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De manera que, para el análisis de la presente solicitud, se ha tomado en consideración los
argumentos expuestos, lo que ha permitido concluir que:

En lo que respecta al nexo causal, no se logró evidenciar que la situación de riesgo informado
proviene directamente por el ejercicio de sus actividades como docente, en ese sentido,
es dable mencionar que existen unos criterios de carácter imperativo, que conducen a
determinar, la pertinencia de que una persona ingrese al programa de protección coordinado
por la UNP. Dichos criterios, son el de causalidad y condición de población objeto. Al respecto,
el citado mandato legal, señala que además de los principios constitucionales y legales que
orientan la función administrativa, las acciones en materia de prevención y protección se regirán
por otros principios entre los cuales está incluido el de causalidad. Según este principio, la
inclusión al programa de prevención y protección estará fundamentada en la conexidad directa
entre el riesgo y el ejercicio de las actividades o funciones políticas, públicas, sociales o
humanitarias, la cual deberá ser demostrada siquiera sumariamente por los interesados
en ser acogidos por el programa.

No obstante, en aquellos casos en que no se verifica siquiera sumariamente la confluencia de
estos elementos, es deber de la entidad “Dar traslado a las autoridades competentes, de las
solicitudes de protección o información, que no sean de su competencia” (Decreto 1066 de
2015 Artículo 2.4.1.2.28 numeral 7 modificado por el Artículo 7 del Decreto 1139 de 2021), por
lo cual, se corre traslado de las presuntas amenazas, por conocimiento y competencia, a
través de correo electrónico (gestión concordante con lo dispuesto en la Directiva Presidencial
04 del 03 de abril de 2012 “Eficiencia Administrativa y Lineamientos de la Política de Cero Papel
en la Administración Pública”), al Comandante de la Policía Departamental de Antioquia.

Es de aclarar que en caso de que se presenten situaciones de amenaza y/o riesgo en contra
de la precitada que no hayan sido analizadas, que se deriven del ejercicio de sus actividades
como docente y que ameriten la intervención oportuna por parte de la Unidad Nacional de
Protección, le solicitamos respetuosamente sean remitidos a esta entidad, en virtud a lo
establecido en el Artículo 2.4.5.2.2.2.3, Inciso 3 del Decreto 1075 de 2015, en cual estipula que,
(…) “la autoridad nominadora remitirá a la Unidad Nacional de Protección la solicitud del
educador, con el fin de que esta entidad adelante la evaluación del nivel de riesgo en los
términos que establece el Decreto 4912 de 2011 o la norma que lo modifique, sustituya
o derogue. (Negrilla y Subraya fuera del texto original).

Es importante recordar que la información suministrada y los documentos enviados tienen el
carácter de reservado, de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 15 de la Constitución Política;

http://www.unp.gov.co/
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Artículo 27 de la Ley 594 de 2000; Numeral 2 del Artículo 24 de la ley 1437 de 2011 en
concordancia con el artículo 1 del Decreto 4065 de 2011 por el cual se dispone el carácter de
organismo nacional de seguridad de la Unidad Nacional de Protección; además de la Ley 418
de 1997 artículos 72, 81, 82 y 83. Lo que implica que la obligación de reserva de la información
relativa a solicitantes y protegidos del Programa de Protección, es aplicable tanto a los
funcionarios que la conozcan como a los beneficiarios de las medidas, por lo cual, estos
documentos e información no deben formar parte de archivos que sean de acceso público.

Cualquier inquietud que se le presente o información adicional, estamos en disposición de
atenderlo directamente en la Carrera 44 No. 20 - 21, Barrio Puente Aranda, Bogotá D.C., o en
el correo electrónico correspondencia@unp.gov.co

Es importante, tener en cuenta que puede elevar una PQRSD (Petición, Queja, Reclamo,
Sugerencia o Denuncia) ante la entidad, a través de nuestra línea gratuita 018000118228 o
directamente con los Asesores del Grupo de Servicio al Ciudadano al (601) 4269800 opción 1,
en días hábiles en el horario de 08:00 a.m. a 05:00 p.m.

Sin otro particular me despido cordialmente, no sin antes refrendar nuestra firme disposición
en la atención a los diferentes requerimientos presentados ante el Programa de Prevención y
Protección que lidera esta Unidad.

Recuerde, que todos los trámites en la UNP son de carácter Gratuito, y que puede enviar
sus sugerencias para mejorar nuestra atención al ciudadano al correo electrónico:
correspondencia@unp.gov.co su opinión es muy importante para nosotros.

Importante: No se adelantó comunicado impreso esto para ser concordante con lo dispuesto
en la Directiva Presidencial 04 del 03 de abril de 2012 “Eficiencia Administrativa y Lineamientos
de la Política de Cero Papel en la Administración Pública”. De igual manera, le informo que para
recepcionar documentación adicional se encuentra habilitado el correo
correspondencia@unp.gov.co

Cordialmente,
XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX
XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX
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[FIRMA]
DIANA PAOLA NEIRA MORALES
CONTRATISTA-ARCHIVISTA

Anexo(s): 6, PDF: EXT-2026-00061353_anexo2.pdf, PDF: EXT-2026-
00061353_anexo3.pdf, PDF: EXT-2026-00061353_anexo4.pdf, PDF: EXT-2026-
00061353_anexo5.pdf, PDF: EXT-2026-00061353_anexo6.pdf, PDF: EXT-2026-
00061353_anexo7.pdf
Con copia: DEPARTAMENTO DE POLICÍA DE ANTIOQUIA deant.coman@policia.gov.co,
TATIANA PAOLA HERNANDEZ NIETO lacuerpa@riseup.net
Elaboró: DIANA PAOLA NEIRA MORALES
Revisó: DIANA PAOLA NEIRA MORALES
Aprobó: DIANA PAOLA NEIRA MORALES
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Señores
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE RIONEGRO

Atn: Dra. MARÍA CAMILA HENAO HERNÁNDEZ – Secretaria de Educación

E. S. D.

TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO, identificada con cédula de ciudadanía No. 43.903.488,
docente de carrera en propiedad, actuando en nombre propio, con fundamento en el artículo 23 de la
Constitución Política y la Ley 1755 de 2015, presento respetuosamente las siguientes solicitudes en
calidad de petición preferente por versar sobre mi vida, integridad, estabilidad laboral y derechos
fundamentales:

SOLICITUDES:

PRIMERA: Que, en cumplimiento del artículo 2.4.5.2.2.2.4 del Decreto 1075 de 2015, se sirva
expedir,  en  el  término  de  tres  (3)  días  hábiles,  el  acto  administrativo  de  reconocimiento
temporal de docente amenazada a mi favor, con fundamento en la Resolución UNP 00006646 de
2019 que declaró mi riesgo extraordinario,  y en los nuevos hechos de hostigamiento,  traslados
arbitrarios y falta de asignación académica que agravan mi vulnerabilidad. Dicho acto debe ser
remitido a la Unidad Nacional de Protección para que proceda con la actualización de la evaluación
de riesgo.

SEGUNDA: Que, en cumplimiento del Auto 006 del 21 de noviembre de 2025 proferido por el
Alcalde Municipal de Rionegro, y de la Circular 025 del 31 de marzo de 2026 del Ministerio de
Educación Nacional  (numeral  6,  punto 3),  se  ordene mi  reintegro inmediato a la  Institución
Educativa Josefina Muñoz González, en el mismo cargo y con la misma asignación académica
completa  en  el  área  de matemáticas  que  venía  desempeñando,  y  con mi  puesto  en el  Consejo
Académico (al que fui elegida democráticamente en asamblea de profesores). En la actualidad, una
docente provisional está impartiendo mis clases y suplantando ilegalmente mi curul en el Consejo
Académico, lo que vulnera mis derechos de carrera y mi derecho a la participación democrática.

TERCERA: Que se archive o revoque el Decreto 107 del 17 de febrero de 2026  por medio del
cual se me trasladó de manera arbitraria a la I.E. Baldomero Sanín Cano, sin criterios objetivos ni
técnicos, vulnerando los criterios de excedentes establecidos en la Resolución 2022060377590 de
2022 (antigüedad, formación académica, tipo de vinculación),  y sin que se haya acreditado una
verdadera  necesidad  del  servicio.  Mi  traslado  fue  una  retaliación  por  mis  denuncias  y  no  una
medida de protección.

CUARTA: Que se dé respuesta completa y de fondo a las peticiones que he elevado los días 30 de
enero, 5 de febrero, 18 de febrero y 19 de febrero de 2026, las cuales han sido respondidas de
manera incompleta o evasiva, tal como lo declaró el Juzgado Octavo Municipal de Pequeñas Causas
Laborales de Medellín en sentencia del 19 de marzo de 2026 (radicado 2026-10139).

QUINTA: Que  se  me  informe,  por  escrito  y  de  manera  detallada,  el  estado  actual  de  las
investigaciones disciplinarias que se siguen en mi contra (expedientes 027-2025Q, 050-2025Q, 051-
2025Q), las cuales fueron abiertas con base en quejas de acudientes que, según pude evidenciar, no



siguieron el conducto regular y que han sido utilizadas como mecanismo de retaliación en mi contra
por parte de la rectora María Victoria Estrada Castañeda.

PRUEBAS: Aporto como anexos los siguientes documentos que ya reposan en sus archivos o que
adjunto  al  presente  correo:  (1)  Resolución  UNP 00006646  de  2019;  (2)  Auto  006  del  21  de
noviembre de 2025 del Alcalde Municipal de Rionegro; (3) Decreto 107 del 17 de febrero de 2026;
(4) Sentencia de tutela del Juzgado Octavo de Medellín (19 de marzo de 2026); (5) Circular 025 de
2026 del  Ministerio  de Educación Nacional;  (6) Quejas  ante  la  Personería  de Rionegro (21 de
marzo y 5 de mayo de 2025); (7) Respuesta de la Unidad Nacional de Protección a la Secretaría de
Educación (6 de abril de 2026).

NOTIFICACIONES: Recibiré  todas  las  comunicaciones  en  mi  correo  electrónico
lacuerpa@riseup.net.

Atentamente,

TATIANA  PAOLA  HERNÁNDEZ  NIETO
C.C.  43.903.488
lacuerpa@riseup.net



Señores
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE RIONEGRO

Atn: Dra. MARÍA CAMILA HENAO HERNÁNDEZ – Secretaria de Educación

E. S. D.

TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO, identificada con cédula de ciudadanía No. 43.903.488,
docente de carrera en propiedad, actuando en nombre propio, con fundamento en el artículo 23 de la
Constitución Política y la Ley 1755 de 2015, presento respetuosamente las siguientes solicitudes en
calidad de petición preferente por versar sobre mi vida, integridad, estabilidad laboral y derechos
fundamentales:

SOLICITUDES:

PRIMERA: Que, en cumplimiento del artículo 2.4.5.2.2.2.4 del Decreto 1075 de 2015, se sirva
expedir,  en  el  término  de  tres  (3)  días  hábiles,  el  acto  administrativo  de  reconocimiento
temporal de docente amenazada a mi favor, con fundamento en la Resolución UNP 00006646 de
2019 que declaró mi riesgo extraordinario,  y en los nuevos hechos de hostigamiento,  traslados
arbitrarios y falta de asignación académica que agravan mi vulnerabilidad. Dicho acto debe ser
remitido a la Unidad Nacional de Protección para que proceda con la actualización de la evaluación
de riesgo.

SEGUNDA: Que, en cumplimiento del Auto 006 del 21 de noviembre de 2025 proferido por el
Alcalde Municipal de Rionegro, y de la Circular 025 del 31 de marzo de 2026 del Ministerio de
Educación Nacional  (numeral  6,  punto 3),  se  ordene mi  reintegro inmediato a la  Institución
Educativa Josefina Muñoz González, en el mismo cargo y con la misma asignación académica
completa  en  el  área  de matemáticas  que  venía  desempeñando,  y  con mi  puesto  en el  Consejo
Académico (al que fui elegida democráticamente en asamblea de profesores). En la actualidad, una
docente provisional está impartiendo mis clases y suplantando ilegalmente mi curul en el Consejo
Académico, lo que vulnera mis derechos de carrera y mi derecho a la participación democrática.

TERCERA: Que se archive o revoque el Decreto 107 del 17 de febrero de 2026  por medio del
cual se me trasladó de manera arbitraria a la I.E. Baldomero Sanín Cano, sin criterios objetivos ni
técnicos, vulnerando los criterios de excedentes establecidos en la Resolución 2022060377590 de
2022 (antigüedad, formación académica, tipo de vinculación),  y sin que se haya acreditado una
verdadera  necesidad  del  servicio.  Mi  traslado  fue  una  retaliación  por  mis  denuncias  y  no  una
medida de protección.

CUARTA: Que se dé respuesta completa y de fondo a las peticiones que he elevado los días 30 de
enero, 5 de febrero, 18 de febrero y 19 de febrero de 2026, las cuales han sido respondidas de
manera incompleta o evasiva, tal como lo declaró el Juzgado Octavo Municipal de Pequeñas Causas
Laborales de Medellín en sentencia del 19 de marzo de 2026 (radicado 2026-10139).

QUINTA: Que  se  me  informe,  por  escrito  y  de  manera  detallada,  el  estado  actual  de  las
investigaciones disciplinarias que se siguen en mi contra (expedientes 027-2025Q, 050-2025Q, 051-
2025Q), las cuales fueron abiertas con base en quejas de acudientes que, según pude evidenciar, no



siguieron el conducto regular y que han sido utilizadas como mecanismo de retaliación en mi contra
por parte de la rectora María Victoria Estrada Castañeda.

PRUEBAS: Aporto como anexos los siguientes documentos que ya reposan en sus archivos o que
adjunto  al  presente  correo:  (1)  Resolución  UNP 00006646  de  2019;  (2)  Auto  006  del  21  de
noviembre de 2025 del Alcalde Municipal de Rionegro; (3) Decreto 107 del 17 de febrero de 2026;
(4) Sentencia de tutela del Juzgado Octavo de Medellín (19 de marzo de 2026); (5) Circular 025 de
2026 del  Ministerio  de Educación Nacional;  (6) Quejas  ante  la  Personería  de Rionegro (21 de
marzo y 5 de mayo de 2025); (7) Respuesta de la Unidad Nacional de Protección a la Secretaría de
Educación (6 de abril de 2026).

NOTIFICACIONES: Recibiré  todas  las  comunicaciones  en  mi  correo  electrónico
lacuerpa@riseup.net.

Atentamente,

TATIANA  PAOLA  HERNÁNDEZ  NIETO
C.C.  43.903.488
lacuerpa@riseup.net
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JUZGADO OCTAVO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

MEDELLÍN - ANTIOQUIA 
 

Marzo 19 de 2026 
 

 

En la fecha, el JUZGADO OCTAVO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE MEDELLÍN en virtud del artículo 86 de la Constitución Nacional 

y el Decreto 2591 de 1991 procede a resolver la acción de tutela instaurada por 

intermedio de apoderado judicial por TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO en 

contra de INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA MUÑOZ GONZÁLEZ 

 

HECHOS 

 

En síntesis y para lo que este trámite interesa, la accionante manifestó que, los días 

12 de septiembre de 2025, 30 de enero y 5 de febrero, ambas fechas de 2026 a 

través de correo electrónico, presentó escritos de petición ante a la rectora de la 

INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA MUÑOZ GONZÁLEZ en la que elevó varias 

solicitudes relacionadas con situaciones de quejas de parte de estudiantes del 

plantel, sin que a la fecha la accionada haya emitido pronunciamiento alguno al 

respecto, con lo que considera vulnerado su derecho fundamental de petición. 

 

PETICIÓN 

 

Por lo anterior, solicitó amparo constitucional y que, en consecuencia, se ordene a 

la INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA MUÑOZ GONZÁLEZ que dé respuesta 

completa y de fondo a lo solicitado en las peticiones del 12 de septiembre de 2025, 

30 de enero y 5 de febrero de 2026. 

 

RESPUESTA DE LA INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA MUÑOZ 

GONZÁLEZ 

 

La accionada expuso que, lo que la activa refiere como una petición del 12 de 

septiembre de 2025 corresponde a una respuesta presentada por ella frente a 

situaciones que le fueron informadas previamente por la institución mediante correo 

del 23 de julio de 2025, sin que se evidencie algún requerimiento de su parte. 

 

Respecto de la solicitud del 30 de enero de 2026 señaló que, entregó a la docente 

el escrito solicitado, el cual fue firmado por ésta, junto con quejas suscritas por 

padres de familia y documento fechado el 2 de febrero de 2026.  

PROCESO ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO 

ACCIONADA I. E. JOSEFINA MUÑOZ GONZÁLEZ 

RADICADO 05 001 41 05 008 2026 10139 00 

INSTANCIA PRIMERA 

PROVIDENCIA SENTENCIA N° 138 DE 2026 

TEMAS DERECHO DE PETICIÓN 

DECISIÓN CONCEDE AMPARO 
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Sobre el requerimiento del 5 de febrero de 2026 indicó que, remitió quejas de 

estudiantes y precisó que la institución activa los protocolos correspondientes y, de 

ser necesario, rutas internas y externas para la atención de los casos, anexando 

registro recibido por la coordinadora Magdalena Manrique Flórez el mismo día a las 

7:00 a.m., además de manifestarle que desconocía a qué situaciones específicas 

aluden algunos puntos señalados por la accionante, señalándole que el Comité de 

Convivencia Escolar se encuentra activo conforme a la Ley 1620 de 2013 y sesiona 

cada dos meses o de manera extraordinaria cuando se requiere.  

 

Finalmente, afirmó que el derecho de petición recibido el 18 de febrero de 2026 fue 

respondido el 28 de febrero de 2026 a las 8:36 a.m. al correo lacuerpa@riseup.net. 

 

CONSIDERACIONES 

 

 Competencia 

 

El Juzgado es competente para decidir de fondo sobre la petición impetrada, en 

virtud de lo previsto por el artículo 86 de la Constitución Nacional, el Artículo 37 del 

Decreto 2591 de 1991, y el Artículo 1° del Decreto 1382 de 2000.  

 

 Legitimidad De La Pretensión 

 

La acción de tutela está concebida en la Carta Política como un mecanismo directo 

y ágil, al alcance de toda persona, cuya finalidad es la protección de los derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos se vean amenazados o 

efectivamente vulnerados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o 

de los particulares en determinados casos expresamente previstos por el legislador, 

siempre que la parte afectada carezca de un medio judicial alternativo para obtener 

la salvaguardia pretendida excepto, que, como mecanismo transitorio, se utilice 

para evitar un perjuicio irremediable. 

 

Dados los hechos que dan origen a esta acción, corresponde a esta funcionaria 

determinar si debe emitirse una orden en sede de tutela al hallar conculcado algún 

derecho de estirpe constitucional; previo análisis de los requisitos de legitimación 

en la causa, inmediatez y subsidiariedad que marcan la competencia del juez de 

tutela.  

Es así que el análisis de tutela ha de superar unos filtros de procedibilidad, a través 

de los cuales se identifica el vínculo de la parte reclamante con la pretensión, se 

decantan aquellas situaciones que bien, pueden ser atendidas a través de otras vías 

legales o que comportan un reclamo extemporáneo, a saber, los requisitos de 

legitimación en la causa, inmediatez y subsidiariedad 

 

Pues bien, en el presente evento se cumple con el presupuesto de legitimación 

en la causa, ya que la acción es elevada por la ciudadana que, actuando en causa 

propia, reclama la protección de sus derechos (legitimación por activa) y se vincula 

por pasiva a la entidad que tendría alguna responsabilidad en la superación de la 

transgresión de derechos (legitimación por pasiva.) 

 

En cuanto a la inmediatez se refiere al oportuno accionar en relación al acto que 

generó la alegada vulneración de los derechos fundamentales, ya que, pese a que 

esta vía judicial no cuenta con un término para efectuar la presentación, debe existir 

necesariamente una correspondencia entre la naturaleza expedita de la tutela y su 

interposición en un tiempo oportuno, por tanto, cuando la acción se presenta mucho 
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tiempo después de la acción u omisión que se alega como violatoria de derechos, 

se desvirtúa el carácter apremiante del remedio perseguido. 

 

Requisito que se halla satisfecho en el presente evento, por cuanto las peticiones 

que se tachan de irresueltas fueron elevadas los días 12 de septiembre de 2025, 30 

de enero y 5 de febrero, de 2026 (según prueba documental aportada), siendo 

presentada la acción de tutela el 12 de marzo de 2026, lo que denota celeridad y 

proactividad de la parte activa en el reclamo de sus derechos.  

 

Respecto al requisito de subsidiariedad, debe tenerse presente que la Corte 

Constitucional ha aceptado la procedencia de la acción de tutela para reclamar el 

cumplimiento de los plazos para dar respuesta a las peticiones, bajo el entendido 

que en el ordenamiento colombiano no existe otra alternativa para proceder a su 

amparo (T -066 de 2024.) 

 

 Problema Jurídico 

 

Superados los presupuestos de procedibilidad, se abre paso al análisis de las 

súplicas de la parte actora, quien en síntesis reclama de la entidad accionada, la 

efectiva respuesta a la petición elevada, siendo el problema jurídico evaluar la 

transgresión al derecho fundamental de petición.  

 

Ahora, para resolver el asunto objeto de litigio este despacho considera procedente 

abordar el siguiente esquema metodológico: 1) Derecho fundamental de petición. 

2) Caso concreto. 

 

1) El derecho fundamental de petición 

 

Con relación al alcance del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional de forma constante recalca en el carácter 

ius fundamental de esta garantía, por lo que a través de sus decisiones, denota que 

por vía de este derecho se amparan otras garantías, en particular, se pone en 

ejercicio algunas actuaciones administrativas tanto en el sector público como 

privado, generando entonces unas reglas de análisis que contemplan la clásica 

referencia al núcleo esencial que corresponde a la necesidad de obtener una 

respuesta oportuna, completa y de fondo, y no limitarse a una simple respuesta 

formal, pero además ha generado unos sub criterios de decisión descritos en 

sentencia C-418 de 2017, así:  

 

1. El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la 

efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. 

2. Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, 

como los derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la 

participación política. 

3. La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser 

oportuna, es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; 

(ii) la respuesta debe resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, 

debe ser clara, precisa y congruente con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en 

conocimiento del peticionario. 

4. La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se 

concreta necesariamente en una respuesta escrita. 

5. El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las 

autoridades públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las 

organizaciones privadas y en general, a los particulares. 
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6. Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las 

peticiones formuladas fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso 

Administrativo, que señalaba un término de quince (15) días para resolver, y en 

los casos en que no pudiere darse la respuesta en ese lapso, entonces la 

autoridad pública debía explicar los motivos de la imposibilidad, señalando 

además el término en el que sería dada la contestación. 

7. La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación 

de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido 

concurrente, el silencio administrativo es prueba de la violación del derecho de 

petición. 

8. La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de 

petición no la exonera del deber de responder.  

 

Se destaca que son éstos los elementos que componen el núcleo esencial del 

derecho de petición, que al faltar uno de ellos, deviene en su vulneración y por tanto 

se hace imperioso la intervención del juez de tutela para emitir las órdenes 

correctivas.  Se resalta que el alcance del derecho de petición no abarca la 

posibilidad de recibir una respuesta afirmativa o favorable a los intereses del 

accionante (al respecto la sentencia T- 206 de 2018.) 

 

2) Caso concreto 

 

La accionante TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO, instauró la presente acción 

constitucional en contra de la INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA MUÑOZ 

GONZÁLEZ, alegando la vulneración de su derecho fundamental de petición ante 

la omisión de la institución de emitir respuesta de fondo a unas solicitudes que 

radicó los días 12 de septiembre de 2025, 30 de enero y 5 de febrero, ambas fechas 

de 2026 a. En esta solicitud, la activa, requirió información y documentación 

detallada relacionada con situaciones de quejas de estudiantes del plantel y de 

padres de familia, además de requerir la activación de protocolos y reuniones para 

aclarar los inconvenientes1. 

 

A la par, la Institución Educativa accionada expuso como medio de defensa frente 

a los hechos de la tutela en primer lugar que, el escrito del 12 de septiembre de 

2025 no da cuenta de una solicitud por parte de la activa, sino a una respuesta 

emitida por ésta frente a situaciones que se le informaron por la institución el 23 de 

julio de 2025. Asimismo, adujo que frente a las peticiones del 30 de enero de 2026 

y 5 de febrero de 2026, de manera física puso en conocimiento de la accionante 

documento de quejas de estudiantes y activó protocolos institucionales, anexando 

registro de recibido por la coordinadora, además de indicarle como opera el Comité 

de Convivencia Escolar y agregó que, el derecho de petición recibido el 18 de 

febrero de 2026 fue respondido el 28 de febrero de 2026 al correo 

lacuerpa@riseup.net2. 

 

No obstante lo anterior, la accionada no aportó un escrito de respuesta expresa 

dirigida a la accionante; empero se verifica que el correo por el que la pasiva 

presentó su contestación ante esta Agencia Judicial el 25 de febrero de 2026, fue 

remitido con copia al correo electrónico: lacuerpa@riseup.net, informado por la 

activa para efecto de notificaciones, así: 

 

                                                           
1 Expediente digital, ver archivo 06PronunciamientoAccionante. 
2 Ibídem, ver archivo 07ContestacionIEJosefina. 
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Pues bien, analizados los escritos de petición que adosa la accionante, 

específicamente de las fechas del 12/09/2025, 30/01/2026 y 05/02/2026, en los que 

soporta su solicitud de amparo, comparado con el argumento de la pasiva con el 

que aduce haber satisfecho los requerimientos que dieron lugar al presente trámite, 

es necesario precisar lo siguiente: 

 

 En lo que respecta al escrito fechado del 12 de septiembre de 2025, tal y como 

lo señala la accionada, en el mismo no se evidencia solicitud alguna, sino que 

da cuenta de una respuesta dada por la señora Tatiana Hernández a un informe 

que la institución puso en su conocimiento en julio3. 

 La petición del 30 de enero de 2026 se encuentra que la accionante solicitó 

expresamente lo siguiente4: 

 
 

Y si bien, en las pruebas adosadas por la pasiva reposa documento da cuenta 

de que las quejas presentadas por alumnos del plantel y padres de familia fueron 

puestas de manera física en conocimiento de la docente, no existe 

pronunciamiento o por lo menos, en el plenario no se acredita que la institución 

haya emitido respuesta resolviendo sobre la reunión de conciliación o 

aclaraciones que menciona la activa en su escrito. 

 

Respecto a la petición del 5 de febrero de 20265 en los que la activa, eleva 

expresamente las siguientes inquietudes: 

                                                           
3 Ibídem, folio 5, archivo 06PronunciamientoAccionante. 
4 Ibídem, folio 9, archivo 06PronunciamientoAccionante. 
5 Ibídem, folios 10 a 12, archivo 06PronunciamientoAccionante. 
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Aunque la accionada en la contestación a los hechos de la tutela, que como se 

dijo en párrafos precedentes, remitió con copia al correo de la tutelante, se 

pronuncia respecto a cada uno de los puntos de la petición, no da una respuesta 

clara que oriente a la peticionaria a resolver la totalidad de sus planteamientos, 

según lo expresado por la institución, así: 

 

 
 

Nótese, por ejemplo, como omitió resolver lo planteado en el punto 3.2. relacionado 

con establecer compromisos y al resolver lo solicitado en los puntos 4.1. y 4.2. la 

institución no es clara en su respuesta, dejando a la deriva la solicitud de la señora 

Hernández Nieto. 

 

En este sentido, sin desconocer que la accionada el 13 de marzo del año que 

calenda luego de ser notificada del presente trámite constitucional, se pronunció en 

la contestación a la tutela frente a las peticiones presentadas por la activa, su 

contenido, con el que se aduce haber emitido respuestas de fondo, comparado el 

propósito de la petición, no permite determinarlas como satisfactorias, precisando 

que ello no implica que la respuesta deba ser favorable a los intereses de la 

solicitante, pero deja a la señora HERNÁNDEZ NIETO en incertidumbre frente a 

algunos de sus interrogantes.  
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En suma, es claro que la institución accionada no ha satisfecho los presupuestos 

mínimos del derecho fundamental de petición en tanto el escrito que se aduce como 

respuesta, está incompleto. Así las cosas, es claro que existe una transgresión al 

derecho fundamental invocado, por lo que se impondrán los correctivos para cesar 

su vulneración. 

 

Y sin que se aprecien elementos que den lugar a excepcionar o excusar el deber de 

la accionada de atender de fondo la petición que elevó la señora TATIANA PAOLA 

HERNÁNDEZ NIETO, patente es la vulneración de su derecho fundamental de 

petición, por lo que el Despacho ordenará la INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA 

MUÑOZ GONZÁLEZ que, en el término de 48 horas hábiles, siguiente a la 

notificación de la presente decisión, remita una respuesta completa y de fondo sobre 

la totalidad de inquietudes planteadas en las peticiones del 30 de enero y 5 de 

febrero, ambas fechas de 2026 la cual deberá ser notificada a través del correo 

electrónico: lacuerpa@riseup.net, enunciado por la parte actora para efectos de 

notificación en el escrito de tutela. 

 

Finalmente no habrá lugar a señalamientos frente a la petición del 18 de febrero de 

20266 sobre la que la accionada aduce haber remitido respuesta el 28 de febrero 

del año que calenda al correo electrónico de la peticionaria, sin haber adosado con 

su contestación documento que lo acredite, en la medida que desde la presentación 

de la tutela, la accionante no la menciona en los hechos de su escrito ni en sus 

pretensiones solicita amparo frente a la misma. 

 

En caso de no ser impugnada la presente decisión, se ordena remitir la presente 

solicitud de tutela ante la H. Corte Constitucional, para su eventual revisión. 

 

Notifíquese a las partes la anterior decisión, conforme al Artículo 30 del Decreto 

2591 de 1.991. 

 
DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO OCTAVO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 

CAUSAS LABORALES DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición de TATIANA PAOLA 

HERNÁNDEZ NIETO identificada con cédula de ciudadanía 43.903.488 frente a la 

INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA MUÑOZ GONZÁLEZ con NIT. 

811.018.193-4, conforme las consideraciones expuestas en la parte motivan de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la parte accionada INSTITUCIÓN EDUCATIVA 

JOSEFINA MUÑOZ GONZÁLEZ que, en el término perentorio de 48 horas hábiles, 

siguiente a la notificación de la presente decisión, remita a la accionante TATIANA 

PAOLA HERNÁNDEZ NIETO, una respuesta completa y de fondo sobre la totalidad 

de inquietudes planteadas en las peticiones del 30 de enero y 5 de febrero, ambas 

fechas de 2026 la cual deberá ser notificada a través del correo electrónico: 

lacuerpa@riseup.net, enunciado por la parte actora para efectos de notificación en 

el escrito de tutela. 

 

                                                           
6 Ibídem, folios 13 a 20, archivo 06PronunciamientoAccionante. 
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TERCERO: Se advierte que la inobservancia de lo aquí impartido generará las 

sanciones que por desacato impone el art. 52 del Decreto 2591 de 1991. 

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE la presente decisión a las partes por el medio más 

expedito.  

 

QUINTO: La presente sentencia puede ser IMPUGNADA dentro de los tres (3) días 

siguientes a su notificación.  

 

SEXTO: ENVÍESE para su eventual revisión a la H. Corte Constitucional, en el 

evento de no ser impugnada esta providencia 

 

Los tramites de impugnación e incidentes de desacato, deben realizarse a través 

del correo electrónico institucional: j08mpclmed@cendoj.ramajudicial.gov.co, toda 

vez que no se están recibiendo ese tipo de escritos por la Oficina Judicial de 

Medellín. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

NATALIA MORENO GUZMÁN 

Juez 
 

 

Firmado Por: 

 

Natalia  Moreno Guzman 
Juez 

Juzgado Pequeñas Causas 

Laborales 008 

Medellin - Antioquia 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: bb10abae215ced183246a3f6ced37a4a765ede7564c2df3dda79f4122dfc0afd 

Documento generado en 19/03/2026 12:13:08 PM 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://firmaelectronica.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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CIRCULAR No. 

 
PARA:  Gobernadores(as), Alcaldes(as), Secretarios(as) de Educación de 

Entidades Territoriales Certificadas en Educación, Jefes(as) de 
Personal, Docentes adscritos a las Secretarías de Educación o quien 
haga sus veces. 

DE: Viceministra de Educación Preescolar, Básica y Media 
 

ASUNTO:  Orientaciones técnicas para el análisis, organización y distribución 
de la planta de personal docente y directivo docente en las 

Entidades Territoriales Certificadas en Educación 

 
FECHA:  

 
En atención a lo dispuesto en el artículo 148 de la Ley 115 de 1994, en 

concordancia con los numerales 5.1, 5.10 y 5.11 del artículo 5 de la Ley 715 de 
2001; el artículo 2.4.5.1.1. y siguientes del Decreto 1075 de 2015 “Único 

Reglamentario del Sector Educación”; el numeral 7 del artículo 3 del Decreto 2269 
de 2023, y en el marco de las mesas de diálogo con la Federación Colombiana 
de Trabajadores de la Educación FECODE y el Gobierno Nacional, se expide la 

presente circular con el propósito de impartir orientaciones técnicas y normativas 
a las Entidades Territoriales Certificadas en Educación para el análisis, 

organización y distribución de la planta de personal docente y directivo docente, 
conforme con las necesidades del servicio educativo, la matrícula oficial y las 
particularidades territoriales e institucionales de los establecimientos educativos 

oficiales. 

1. Objeto y alcance 

 
El presente acto administrativo tiene por objeto establecer lineamientos técnicos 
y normativos dirigidos a los funcionarios de las Entidades Territoriales 
Certificadas en Educación (ETC), a los establecimientos educativos oficiales (EE) 

y al personal docente y directivo docente, orientados a la administración, 
organización y distribución de la planta de cargos docentes y directivos docentes 

en los establecimientos educativos estatales que prestan el servicio de educación 
inicial, preescolar, básica y media. 

Lo anterior se enmarca en las orientaciones del Plan Nacional de Desarrollo 
Colombia Potencia de Vida 2022–2026, en cuanto reconoce la educación como un 
derecho y como un eje para la superación de desigualdades. De manera 

específica, el Plan Nacional de Desarrollo señala que: “La educación es un medio 

fundamental para superar la desigualdad y hacer de nuestro país una sociedad del 

conocimiento y de los saberes propios. Se garantizará el derecho a la educación y al 

desarrollo integral de las niñas, los niños, los adolescentes, los jóvenes y adultos, desde 

la educación inicial hasta la posmedia, a través de estrategias de acceso y permanencia. 

La calidad de la educación estará centrada en la formación y desarrollo de la profesión 

docente, y en el fortalecimiento pedagógico, curricular y de ambientes de aprendizaje. 

La apuesta es por una educación humanista, incluyente, antirracista e intercultural. Esta 

visión de la educación permite hacer de la escuela, más que un lugar físico, un escenario 

alrededor del cual se organizan las comunidades. Se tendrá un enfoque poblacional, 

regional, de género, territorial, étnico, atendiendo especialmente a la ruralidad”. 

 

En ese marco, la administración, organización y distribución de la planta docente 
y directivo docente, constituye un instrumento esencial para la adecuada 

prestación del servicio educativo, la garantía del derecho a la educación y el 
fortalecimiento de la profesión docente, de conformidad con las condiciones 
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territoriales, institucionales y pedagógicas en que dicho servicio se desarrolla. 
así las cosas, el análisis de planta deberá efectuarse con fundamento en la 
matrícula oficial registrada en el Sistema Integrado de Matrícula – SIMAT, desde 
educación inicial (grados -2 y -1) hasta grado 13 y aceleración de aprendizaje, 

e incorporar de manera integral las variables que configuran la oferta educativa, 
entre ellas los procesos pedagógicos, la infraestructura educativa, el contexto 

territorial y las particularidades de los establecimientos educativos oficiales. 

Este ejercicio técnico constituye un instrumento esencial para la organización y 
planificación de la oferta educativa de las Entidades Territoriales Certificadas en 
Educación y deberá adelantarse de manera periódica, con el fin de definir y 
ajustar la planta de personal docente y directivo docente de los establecimientos 

educativos oficiales, conforme a los parámetros normativos, técnicos y 
financieros vigentes. En este marco, el análisis comprende las etapas que se 

desarrollan en el presente documento. 

La organización y administración de las plantas de cargos del personal docente, 
directivo docente y administrativo se rige principalmente por la Ley 115 de 1994, 
la Ley 715 de 2001, el Decreto 1494 de 2005, el Decreto 277 de 2025, el Decreto 

3020 de 2002 y el Decreto 1850 de 2002, compilados en el Decreto 1075 de 
2015, y las demás normas que los modifiquen o sustituyan. Así mismo, resulta 
aplicable la Circular 044 de 2023 y la Circular 038 del 5 de noviembre de 2024, 

expedidas por el Ministerio de Educación Nacional, en lo relacionado con la 
gestión administrativa de la planta de personal docente y directivo docente. 

 
En desarrollo de este marco normativo, y atendiendo la necesidad de adoptar 

criterios para la revisión de la prestación del servicio educativo, en particular en 
contextos de variación o disminución de la matrícula oficial, se hace necesario 

precisar orientaciones que permitan a las Entidades Territoriales Certificadas 
adelantar las actuaciones correspondientes en materia de organización y 
administración de planta, de manera compatible con la garantía del derecho a la 

educación de los niños, las niñas y los adolescentes del país con la observancia 
de los derechos laborales del personal docente y directivo docente. 

2. Aspectos generales sobre organización y administración de las 
plantas docentes y directivos docentes. 

 

La organización de la oferta educativa y la asignación y distribución de la planta 
docente y directiva tienen como finalidad optimizar los recursos humanos y 
físicos, garantizar trayectorias educativas completas y asegurar la prestación del 

servicio educativo conforme a la normatividad vigente. 
 

En este proceso intervienen: 
• Los y las estudiantes, como beneficiarios del servicio educativo. 

• Los establecimientos educativos oficiales, como prestadores del servicio. 

• Las Entidades Territoriales Certificadas, como administradoras de la 
prestación del servicio. 

• El Ministerio de Educación Nacional, como rector de la política educativa. 
 

La oferta educativa constituye el marco técnico de referencia para la planeación 
y distribución de la planta de personal docente y directivo docente, en tanto 

integra de manera articulada los componentes académicos, pedagógicos, 
humanos, físicos, financieros y tecnológicos que soportan la prestación del 
servicio educativo. Esta comprende los niveles y modalidades de atención, los 

procesos pedagógicos y curriculares definidos en los proyectos educativos 
institucionales, la planta de personal, la infraestructura educativa disponible y 

los recursos financieros y tecnológicos, cuyo análisis conjunto, en concordancia 
con la matrícula oficial registrada en el Sistema Integrado de Matrícula – SIMAT 
y los parámetros técnicos y normativos vigentes, permite determinar la 
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necesidad, perfil y ubicación de los cargos docentes y directivos docentes, 
garantizando una distribución eficiente de la planta y la adecuada prestación del 
servicio educativo. 

3. Roles y responsabilidades en el análisis para la definición de 

planta Docente y Directivo Docente. 

 
Los roles y responsabilidades de los actores involucrados en el proceso de 
análisis de la planta docente y directiva son: 

 
a) Establecimiento educativo 

El rector o director rural es responsable de proveer y validar la información 

técnica base para el análisis de planta. 

b) Entidad Territorial Certificada en Educación 

La ETC es responsable de analizar, definir y distribuir técnicamente la planta. 
 

c) Ministerio de Educación Nacional 

El Ministerio de Educación Nacional, ejerce el rol de orientación técnica y 
acompañamiento. 

4. Criterios técnicos para la distribución de la planta de cargos 

docentes y directivos docentes 

a) Consolidación de la información del establecimiento educativo. 

El establecimiento educativo, a través del rector o director rural, deberá 
consolidar y validar la información técnica base necesaria para el análisis de 
planta, la cual comprende el plan de estudios y la asignación académica, 
conforme a las intensidades horarias, la matrícula oficial actualizada por sede, 

nivel, grado y jornada (SIMAT), Información de la infraestructura educativa 
disponible, en especial el número y características de las aulas de clase y 

ubicación personal docente y directivo docente entre sedes. 
 

b) Análisis y distribución técnica por parte de la Entidad Territorial 

Certificada. 

Con base en la información consolidada por los establecimientos educativos, la 
Entidad Territorial Certificada deberá realizar el análisis técnico para la 
distribución de la planta, el cual implica, revisar y validar la información remitida 

por los establecimientos educativos y actualizar periódicamente la información 
de la distribución de la planta en los sistemas oficiales. 

c) Orientación técnica y acompañamiento del Ministerio de Educación 
Nacional. 

Durante el proceso de distribución de la planta, el Ministerio de Educación 
Nacional ejerce un rol de orientación técnica y acompañamiento, mediante: 

Estos criterios deberán ser aplicados de manera articulada y documentada en el 
estudio técnico de planta, como soporte para la definición, ajuste y distribución 
de la planta de cargos docentes y directivos docentes, conforme a los parámetros 

técnicos y normativos vigentes. 
 

5. Resultados del análisis de planta 
 

El análisis de planta permitirá: 

• Soportar la distribución eficiente de la planta por establecimiento 
educativo de acuerdo con las particularidades y variables propias del 

análisis. 
• Orientar decisiones de cobertura y depuración de los sistemas de 

información oficiales. 
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6. Traslados, reubicaciones y aplicación de la Circular 038 de 2024 

La Circular 038 del 5 de noviembre de 2024, expedida por el Ministerio de 

Educación Nacional, establece orientaciones a las Entidades Territoriales 
Certificadas frente a la organización y administración de las plantas de personal 

docente y directivo docente, con el propósito de garantizar una gestión objetiva, 
técnica y eficiente del recurso humano y proteger los derechos laborales de los 
educadores. 

Cuando se presenten situaciones de docentes con asignación académica inferior 
a la dispuesta en el Decreto 1075 de 2015, modificado por el Decreto 277 de 
2025, mientras se estabiliza la organización de la planta docente de cada entidad 
territorial, las ETC deberán atender, en el orden señalado, las siguientes 

orientaciones: 

1. Organizar y administrar las plantas de personal docente de conformidad 
con las directrices de la circular 038 de 2024, con el fin de prestar el 
servicio educativo de manera adecuada. 

2. Adelantar los traslados, permutas y reubicaciones conforme a lo dispuesto 
en la Circular 044 de 2023, garantizando el debido proceso y el respeto 
del marco normativo vigente. 

3. Priorizar la asignación académica a los docentes de planta, antes de 
autorizar horas extras, siempre que se cumpla con el perfil requerido para 
el área correspondiente. 

4. Asignar carga académica a docentes sin asignación completa para el 
desarrollo de actividades de formación integral previstas en el PEI o PEC, 

en los términos de la Ley 115 de 1994 y la Ley 2294 de 2023, sin exceder 
los límites establecidos. 

Estas orientaciones constituyen un marco obligatorio de referencia para la toma 

de decisiones administrativas relacionadas con la planta docente y directiva, y 
buscan garantizar la continuidad del servicio educativo, el goce efectivo de los 

derechos laborales y la eficiencia en la gestión del recurso humano. 
 
 

 
 

LUCY MARITZA MOLINA ACOSTA 
Viceministra (E) de Educación Preescolar, Básica y Media 

 

 
Aprobó: Aura María Quiroga Argüello – Directora Técnica (E) – Dirección de Fortalecimiento a la Gestión Territorial  
Revisó: Iader Fernando Reyes Bernal – Asesor VEPBM 

Proyectó: Luz Adriana Quintero Sánchez – Subdirectora – Subdirección de Recursos Humanos del Sector Educativo 
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